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 JUZGADO 7º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE MEDELLÍN
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [S]i bien es cierto en principio los accionados habían omitido cumplir su deber de enviar las diligencias correspondientes para la vigilancia de la pena impuesta al actor, también lo es que en el curso del presente trámite se logró determinar que el motivo que la llevó a solicitar la intervención del juez constitucional fue superado. (…) Significa lo anterior, que no es necesario pronunciarse de fondo con respecto a lo pedido por el accionante, al haberse realizado el propósito de la demanda tutelar, como lo es que el proceso del demandante fue enviado a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, reparto, de esta ciudad; por lo tanto, cualquier pronunciamiento que al respecto emita el juez constitucional, no sería útil, ya que el motivo que lo llevó a instaurar la presente demanda fue superado en términos tales que la pretensión de amparo queda a salvo, desapareciendo entonces la vulneración o amenaza de derechos fundamentales invocado.
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Aprobado por Acta No.0062
Hora: 2:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por  la abogada Paula Andrea Hernández Otálvaro, en calidad de defensora pública del interno Jorge Eliécer Blandón Arenas, en contra del Juzgado 7º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, Antioquia.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. La Defensora del señor Jorge Eliécer Blandón Arenas informó que desde el 1º de noviembre de 2017 el Juzgado 7º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, Antioquia, le concedió a su representado el beneficio de la prisión domiciliaria, dispuesto en el artículo 38G de la Ley 1709 de 2014 por haber cumplido el 50% de la pena impuesta, siendo trasladado a su residencia ubicada en Pereira, sin que a la fecha de presentación de la demanda de amparo, el despacho referido hubiera remitido el proceso para respectiva vigilancia de la pena, lo que le impide acceder a los demás derechos que le asisten al accionante y lo que consideró una vulneración a sus garantías constitucionales al debido proceso y libertad.
2.2. Por lo anterior, solicitó que se ordene al Juzgado 7º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín  que remita por competencia el expediente radicado con número interno 2016-E7-00093, dentro del término de las 48 horas con el fin de presentar las peticiones pertinentes en beneficio de los intereses del señor Blandón Arenas.
2.3. 2.2. Mediante auto del 17 de enero de 2018 se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo a prevención, en consideración a lo dispuesto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y por cuanto en este asunto específico el motivo que llevó al señor Blandón Arenas a invocar la protección de sus derechos se debe a un trámite administrativo atribuido a la autoridad accionada que se encuentra ubicada en Medellín, Antioquia y no al procedimiento de una decisión judicial, tal como se explicó en dicho proveído.  Así mismo, se vinculó el contradictorio con el Centro de Servicios Administrativos de los JEPMS de Medellín (Fls. 11 y 12).

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTAS A LA DEMANDA

3.1. JUZGADO SÉPTIMO EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE  MEDELLÍN, ANTIOQUIA 
· Mediante escrito que fue recibido el 18 de enero de 2018 en la Secretaría de esta Sala, explicó que cuando se trata de materializar el mecanismo de la prisión domiciliaria en otra ciudad, el despacho no envía el expediente hasta tanto no se verifique el traslado, toda vez que en muchas ocasiones se ha presentado que el INPEC no lleva a los internos por diferentes motivos o a veces no son recibidos en las direcciones y son devueltos al centro carcelario, lo que significa que en estos casos no se pierde la competencia para conocer del proceso.

Informó que en este asunto se estaba a la espera de que el INPEC o que el mismo procesado informara sobre el traslado, lo que nunca ocurrió, lo que ese despacho no pudo hacer por el cúmulo de trabajo.  

Puso en conocimiento que una vez fue notificado de la presente acción de tutela, se pudo verificar que el accionante está en prisión domiciliaria por lo que se dispuso el envío inmediato del proceso a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, para que allí se continúe con la vigilancia de la pena impuesta al señor Blandón Arenas.

Por lo anterior, solicitó que se niegue la presente acción de tutela por tratarse de un hecho superado (Fl. 14).

· El 24 de enero de 2018 el Secretario del Centro de Servicios de los JEMPS envió al correo electrónico de la Secretaría de esta Sala una comunicación con la que adjuntó la certificación de  entrega del expediente radicado con el número interno 2016-E7-00093 correspondientes a las diligencias del señor Jorge Eliécer Blandón Arenas, la que aparece recibida el 19 de enero de 2018 por “Dufay” del Centro de Servicios Administrativos Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Fls. 15 y 16).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1o del Decreto 1382 de 2000 y el Decreto 1983 de 2018.

4.2.   De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.3 PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si los despachos demandados y vinculado vulneraron derechos fundamentales al señor Jorge Eliécer Blandón Arenas, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5. El Decreto 2591 de 1991 en su artículo 5o establece cuando procede la tutela, así: “ARTICULO 5°-Procedencia de la acción de tutela. La acción de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos de que trata el artículo 2o de esta ley.  También procede contra acciones u omisiones de particulares, de conformidad con lo establecido en el Capítulo III de este decreto. La procedencia de la tutela en ningún caso está sujeta a que la acción de la autoridad o del particular se haya manifestado en un acto jurídico escrito".

4.6. A su turno el artículo 6o del decreto 2591 de 1991 numeral primero dispone que la acción de tutela no procederá “cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante".  En aplicación de esta norma, la Corte Constitucional1 ha sostenido que la tutela tiene un carácter subsidiario y que solamente procederá cuando no existen otros medios de defensa judicial a través de los cuales se pueda solicitar la protección de los derechos fundamentales que se consideran vulnerados, o cuando el medio judicial alternativo es claramente ineficaz para la defensa de esos derechos.  En el último caso se ha expresado que la tutela procederá, ordinariamente como mecanismo transitorio, con el fin de evitar un perjuicio irremediable.
4.7.  En el caso sub examine, la Sala observa que  el 1º de noviembre de 2017 el Juzgado 7º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín le otorgó el sustituto de la prisión domiciliaria al señor Jorge Eliécer Blandón Arenas (Fls. 7 y 8), por lo que según manifestación de su defensora, el accionante fue trasladado a su residencia el 8 de noviembre de 2017 por parte del INPEC, sin que a la fecha el mencionado despacho hubiera remitido a los JEMPS de Pereira su proceso, lo que le ha impedido solicitar la libertad condicional de su representado por falta de competencia del juez que vigila la pena.
4.8.  Ahora bien, dentro de la foliatura se pudo establecer que el Juzgado 7º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín, Antioquia, por intermedio de Centro de Servicios Administrativos de esa ciudad envió el expediente del accionante con radicado  interno No.2016-E7-00093 por competencia a sus homólogos en esta capital, que es donde actualmente se encuentra purgando la condena el señor Blandón Arenas. Significa lo anterior, que si bien es cierto en principio los accionados habían omitido cumplir su deber de enviar las diligencias correspondientes para la vigilancia de la pena impuesta al actor, también lo es que en el curso del presente trámite se logró determinar que el motivo que la llevó a solicitar la intervención del juez constitucional fue superado.
4.9.  Así las cosas, esta instancia en sede de tutela no encuentra orden alguna que deba proferir en aras de proteger el derecho fundamental de petición  invocado por la señora Giraldo, lo que encuentra su fundamento en lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, que reza: “Artículo 26. Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes….”
4.9.1. Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional en sentencia T-727 de 2010 reiteró lo siguiente:
“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. ”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que:

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío’.

De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto v. de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes [...]” (Subrayas nuestras)
4.10.  Significa lo anterior, que no es necesario pronunciarse de fondo con respecto a lo pedido por el 
accionante, al haberse realizado el propósito de la demanda tutelar, como lo es que el proceso del demandante fue enviado a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, reparto, de esta ciudad; por lo tanto, cualquier pronunciamiento que al respecto emita el juez constitucional, no sería útil, ya que el motivo que lo llevó a instaurar la presente demanda fue superado en términos tales que la pretensión de amparo queda a salvo, desapareciendo entonces la vulneración o amenaza de derechos fundamentales invocado.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado dentro de la acción de tutela presentada por la defensora del señor Jorge Eliécer Blandón Arenas en contra del Juzgado 7o de Ejecución de Penas Medidas de Medellín y del vinculado Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esa capital. 
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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